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 REVISIÓN 
procedente del 
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Asuntos del 
Consumidor 

 
Caso Núm.  

RAE-2015-04819-
09696 
 

Sobre:  Violación al 
Reglamento contra 

Prácticas y 
Anuncios 
Engañosos, Multa 

Administrativa 

Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, el Juez 

Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh. 
 
Hernández Sánchez, Juez Ponente  

 

SENTENCIA  
 

En San Juan, Puerto Rico a 17 de agosto de 2016. 
 

 El Departamento de Asuntos del Consumidor (DACo) solicitó 

la revisión de una Resolución emitida el 6 de abril de 2016  y 

notificada  11  de  abril  de 2016 por la Juez Administrativo, la 

Sra. Vanessa M. Jiménez Vicente en el caso RAE-2015-04819-

09696. Mediante dicha determinación, se desestimó una multa de 

$400.00 impuesta a la compañía South American Restaurants 

Corp. h/n/c Church’s Chicken en Guayama (recurrida), ya que el 

aviso de infracción carecía del apercibimiento requerido por la 

Regla 8 (B) (5) del Reglamento para la Imposición de Sanciones y 

Multas. 

 Inconforme, el 28 de abril de 2016, DACo, a través del 

Interés Público, solicitó una Reconsideración, la cual se entendió 

rechazada de plano por el DACo no atenderla dentro de los quince 

(15) días prescritos.  
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Por los fundamentos expuestos a continuación, se confirma 

la decisión recurrida.   

I. 

Los hechos que anteceden y que motivaron la presentación 

del recurso, se exponen a continuación. 

El 6 de abril de 2016, con notificación del 11 de abril de 

2016, el DACo emitió la Resolución de la cual se recurre y 

estableció como Determinaciones de Hechos que: 

“1. El 2 de julio de 2015 el señor Anthony 

Martell, inspector de DACO, visitó e inspeccionó, bajo 
las facultades conferidas por la Ley Núm. 5 del 23 de 
abril de 1973, según enmendada, el negocio Church’s 

Chicken ubicado en la Carr. 54 en Guayama, Puerto 
Rico. 

 
2. El Sr. Martell emitió el aviso de infracción 

número 09696-6 contra la parte infractora por 

violación a la Regla 9 del Reglamento Contra Prácticas 
y Anuncios Engañosos. La violación, según expuesta 

por el inspector en el aviso de infracción, consistió en 
que “al momento de la visita se compró un combo de 
$5.99 se solicitó que se cambiara el refresco por agua 

y al momento de pagar se cobró $.30 adicional por el 
cambio del agua”. 

 

3. El 21 de julio de 2015 este Departamento le 
envió a la parte infractora una notificación de multa en 

la cual se le notificó sobre la naturaleza de la violación 
cometida, una multa administrativa propuesta de 
$400.00 y su derecho de objetar la misma. 

 
4. Church’s Chicken alegó que el aviso de 

infracción fue emitido en incumplimiento con el 
Reglamento para la Imposición de Multas, Reglamento 
7750 del 24 de septiembre de 2009. La parte infractora 

alegó que el aviso no contenía toda la información 
requerida por la Regla 8 del mencionado Reglamento, 
entre otros, que no incluyó una advertencia a los 

efectos de que el Departamento podrá, dentro del 
término de veinte (20) días contados a partir de ser 

emitido el aviso de infracción, notificar formalmente 
una multa administrativa y la cantidad máxima de 
dinero que podrá imponérsele. Por lo que alega que no 

procede la imposición de la multa. 
 
5. El aviso de infracción emitido por el inspector 

de DACO no incluyó la advertencia de que dentro de 
veinte días se podría notificar formalmente una multa 

administrativa y la cantidad máxima de dinero que 
podría imponerse”.    
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Igualmente, en la mencionada Resolución el DACo dictaminó 

que: “[d]eterminamos y concluimos que es nula la infracción 

presentada en su contra y la multa impuesta”.  

Insatisfecho, el 28 de abril de 2016 el Interés Público 

presentó una Reconsideración. Igualmente, ese mismo día, la parte 

recurrente presentó una Moción Solicitando Reconsideración y 

Solicitud de Determinaciones de Hechos Adicionales.  

Inconforme y pasado el término para que el DACo se 

expresara en cuanto al escrito anterior, el 8 de junio de 2016 el 

DACo, por medio de la Abogada del Interés Público, presentó una 

Solicitud de Revisión Judicial. Señaló como error: 

“ERRÓ DACO AL DESESTIMAR LA MULTA DEL 
CASO RAE-2015-04819-09606, TODA VEZ QUE EL 

AVISO SÍ CUMPLÍA CON TODAS LAS DISPOSICIONES 
REGLAMENTARIAS DE LA REGLA 8 DEL 
REGLAMENTO PARA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES 

Y MULTAS”.  
 

Así pues, el 22 de junio de 2016, este Tribunal emitió una 

Resolución concediendo a la recurrida un término adicional para 

que presente su alegato. 

Finalmente, el 8 de julio de 2016, la recurrida presentó un 

Recurso de Revisión Judicial de Determinación Administrativa.  

Así, examinado el expediente, procedemos a exponer el 

derecho aplicable a los hechos de este caso. 

II. 

 
-A- 

 

La Sección 4.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme, 3 LPRA sec. 2171, permite que se solicite al Tribunal de 

Apelaciones la revisión judicial de las decisiones de las agencias 

administrativas. Dicha revisión tiene como propósito limitar la 

discreción de las agencias y asegurarse de que estas desempeñen 

sus  funciones conforme a la ley. García Reyes v. Cruz Auto Corp., 
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173 DPR 870, 891-892 (2008); Torres v. Junta de Ingenieros, 161 

DPR 696, 707 (2004).  

Sin embargo, los tribunales apelativos han de otorgar gran 

consideración y deferencia a las decisiones administrativas en vista 

de la vasta experiencia y conocimiento especializado de la agencia. 

T-Jac, Inc. v. Caguas Centrum Limited, 148 DPR 70, 80 (1999); 

Agosto Serrano F.S.E., 132 DPR 866, 879 (1993). Además, es 

norma de derecho claramente establecida que las decisiones 

administrativas gozan de una presunción de legalidad y corrección. 

Com. Seg. v. Real Legacy Assurance, 179 DPR 692, 716-717 (2010). 

Esta presunción de regularidad y corrección “debe ser respetada 

mientras la parte que la impugne no produzca suficiente evidencia 

para derrotarla”. Rivera Concepción v. A.R.P.E., 152 DPR 116, 123 

(2000); Henríquez v. Consejo de Educación Superior, 120 DPR 194, 

210 (1987). La persona que impugne la regularidad o corrección 

tendrá que presentar evidencia suficiente para derrotar tal 

presunción, no pudiendo descansar únicamente en meras 

alegaciones. Mun. de San Juan v. J.C.A., 149 DPR 263, 280 

(1999).    

El criterio rector al momento de pasar juicio sobre una 

decisión de un foro administrativo es la razonabilidad de la 

actuación de la agencia. Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 727 (2005). 

La revisión judicial se limita a evaluar si actuó de manera 

arbitraria, ilegal o irrazonable, constituyendo sus acciones un 

abuso de discreción. Torres v. Junta de Ingenieros, supra, 708; 

Mun. de San Juan v. J.C.A., supra. Al desempeñar su función 

revisora, el tribunal está obligado a considerar la especialización y 

experiencia de la agencia, diferenciando entre las cuestiones de 

interpretación estatutaria, área de especialidad de los tribunales, y 

las cuestiones propias de la discreción o pericia administrativa. Id.  
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El alcance de revisión de las determinaciones 

administrativas, se ciñe a determinar: 1) si el remedio concedido 

por la agencia fue el apropiado; 2) si las determinaciones de hecho 

de la agencia están basadas por evidencia sustancial que obra en 

el expediente administrativo; 3) y si las conclusiones de derecho 

fueron las correctas. Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 431 

(2003); 3 LPRA sec. 2175. 

Las determinaciones de hecho serán sostenidas por los 

tribunales, en tanto y en cuanto obre evidencia suficiente en el 

expediente de la agencia para sustentarla. García Reyes v. Cruz 

Auto Corp., supra. De existir más de una interpretación razonable 

de los hechos, prevalecerá la seleccionada por el organismo 

administrativo, siempre que la misma esté apoyada por evidencia 

sustancial que forme parte de la totalidad del expediente. La 

evidencia sustancial es aquella relevante que una mente razonable 

puede aceptar como adecuada para sostener una conclusión. Otero 

v. Toyota, supra, 727-729.  

Por otro lado, las conclusiones de derecho podrán ser 

revisadas por el tribunal “en todos sus aspectos”, sin sujeción a 

norma o criterio alguno. Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 76 

(2004). En fin, la revisión judicial ha de limitarse a cuestiones de 

derecho y a la determinación de si existe o no evidencia sustancial 

para sostener las conclusiones de hecho de la agencia. Torres v. 

Junta Ingenieros, supra, 707.  

Cabe destacar, que el tribunal no debe utilizar como criterio 

si la decisión administrativa es la más razonable o la mejor. El 

análisis del tribunal debe ser si la interpretación de la agencia es 

una razonable. Rivera Concepción v. A.R.P.E., supra. En fin, el 

tribunal podrá sustituir el criterio de la agencia por el propio 

solamente cuando no pueda hallar una base racional para explicar 
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la decisión administrativa. Misión Ind. P. R. v. J. P., 146 DPR 64, 

134-135 (1998). 

Es importante mencionar que para cumplir con exigencias 

del debido proceso de ley en su vertiente procesal, se deben 

cumplir con varios criterios: 

(1) notificación adecuada del proceso;  

(2) proceso ante un juez imparcial;  

(3) oportunidad de ser oído;  

(4) derecho a contrainterrogar testigos y examinar evidencia 

presentada en su contra; 
 
(5) tener asistencia de abogado, y  

(6) que la decisión se base en el récord. Rivera Rodríguez & 
Co. v. Lee Stowell, 133 DPR 881, 889 (1993); Calderón Otero 
v. C.F.S.E., 181 DPR 386, 398 (2011). 

 
-B- 

Por otro lado el DACo fue creado como una agencia 

especializada con el propósito primordial de velar y establecer los 

derechos del consumidor y proteger los intereses de los 

compradores. Artículos 2 y 3 de la Ley Núm. 5 del 23 de abril de 

1973, según enmendada, conocida como la Ley Orgánica del 

Departamento de Asuntos del Consumidor, 3 LPRA secs. 341 (a)(b). 

Asimismo, los poderes conferidos al Secretario de esa agencia 

están el atender, investigar y resolver las querellas presentadas por 

los consumidores de bienes y servicios adquiridos o recibidos del 

sector privado de la economía. 3 LPRA sec. 341e (c). Esta agencia 

tiene el deber de implementar una estructura de adjudicación 

administrativa mediante la cual se considerarán las querellas de 

los consumidores y se concederán los remedios pertinentes 

conforme al derecho aplicable. 3 LPRA sec. 341 e (d). Por ello, toda 

resolución emitida por esta agencia otorgará el remedio que en 

derecho proceda, aun cuando la parte querellante no lo haya 

solicitado. Regla 27.1 del Reglamento de Procedimientos 

javascript:searchCita('133DPR881')
javascript:searchCita('181DPR386')
javascript:searchLawCitation('5',%20'23-abril-1973')
javascript:searchLawCitation('5',%20'23-abril-1973')
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Adjudicativos del Departamento de Asuntos del Consumidor, 

Reglamento Núm. 8034 de 13 de julio de 2011. Todo lo anterior 

dimana de la facultad expresa concedida a DACo de tomar las 

medidas correctivas que procedan en derecho incluyendo la 

facultad de imponer daños y perjuicios. Quiñones Irizarry v. San 

Rafael Estates, S.E., 143 DPR 756, 759 (1997).  

-C- 

Por otra parte, el Reglamento de imposición de multas, 

Reglamento 7750 del 24 de septiembre de 2009 (Reglamento), fue 

promulgado con el fin de establecer parámetros uniformes para la 

fijación de cuantía máxima de las multas administrativas que se 

notificarán e impondrán a los violadores que infrinjan una o más 

disposiciones legales y reglamentarias bajo la jurisdicción del 

Departamento. Regla 4 del Reglamento. 

Por su parte, la Regla 8 del Reglamento dispone lo relativo a 

los Avisos de Orientación o de Infracción; contenido. La 

mencionada regla establece que:  

“[l]os Oficiales de Pesas y Medidas, los Inspectores de 
Asuntos del Consumidor, los Investigadores de Querellas o 
cualquier otro empleado o funcionario del Departamento al 
cual el Secretario le haya conferido tal facultad, serán las 
personas con autoridad para investigar y emitir avisos de 
orientación o de infracción. 
 

A) El aviso de orientación cumplirá con el propósito de 
informar: 
 

1) Las circunstancias personales del infractor, incluyendo 
pero sin limitarse a, nombre de la persona, negocio o 
institución, su dirección física y postal, así como todos los 
números de teléfonos disponibles. En el caso de una 
corporación, sociedad o entidad jurídica, se expresara" el 
nombre y dirección del Presidente o del agente residente; 
 

2) La descripción de las circunstancias en que se realiza la 
inspección o intervención, lugar, fecha, hora en que se 
emitió el aviso de orientación, el nombre de la persona que 
recibe la orientación y su posición dentro del negocio o 
institución investigada; 
 

3) La actuación u omisión que podría ser constitutiva de 
alguna infracción a las leyes y reglamentos bajo la 
autoridad del Departamento o de las órdenes que hayan 
sido emitidas; 
 

javascript:searchCita('143DPR756')
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4) Las disposiciones legales o reglamentarias por las cuales se 
le expide el aviso de orientación; 
 

5) La cuantía máxima de la multa que podría imponer el 
Departamento por la infracción identificada en el aviso; 
 

6) Una indicación a los efectos de que debe corregir la 
deficiencia señalada en el periodo de tiempo especificado en 
el aviso de orientación; 
 

7) Una advertencia a los efectos de que si incurre nuevamente 
en una infracción a nuestro ordenamiento o si no corrige la 
deficiencia señalada en el periodo de tiempo especificado en 
el aviso de orientación, podrá ser sancionado con una 
multa administrativa; 
 

8) Las circunstancias del empleado o funcionario que emite el 
mismo: nombre completo en letra de molde, la Oficina 
Regional, Unidad o División del Departamento en la cual 
trabaja y su firma. 
 

B) El aviso de infracción contendrá lo siguiente: 

1) Una descripción de las circunstancias personales del 
infractor, incluyendo, pero sin limitarse a, nombre de la 
persona, negocio o institución intervenida o investigada, 
dirección física y postal, y los números de teléfonos 
disponibles. En el caso de una corporación, sociedad o 
entidad jurídica se expresara el nombre y dirección del 
Presidente, o del agente residente; 
 
2) La descripción de las circunstancias en que se realiza la 
inspección: lugar, fecha, hora en que se emitió el aviso, 
nombre de la persona o personas que reciben la infracción 
y su posición dentro de la estructura organizacional del 
negocio o institución investigada; 
 
3) La descripción de la actuación u omisión constitutiva de 
violación; 
 
4) Las disposiciones legales o reglamentarias por las cuales 
se le notifica el aviso de infracción; 
 
5) Una advertencia a los efectos de que el Departamento 
podrá, dentro del término de veinte (20) días contados a 
partir de ser emitido el aviso de infracción, notificar 
formalmente una multa administrativa y la cantidad 
máxima de dinero que podría imponérsele; 
 
6) Las circunstancias del empleado o funcionario que emite 
el mismo: nombre completo en letra de molde, la Oficina 
Regional, Unidad o División del Departamento en la cual 
trabaja y su firma”. 
 

Además, la Regla 9 del Reglamento establece lo relativo a la 

notificación de la multa administrativa. La misma determina que:  

“[e]l Departamento notificará la multa administrativa a la 
persona, negocio o institución infractora, dentro del 
término de veinte (20) días contados a partir de la fecha en 
que se emitió el aviso de infracción. 
 
El Departamento podrá notificar la multa administrativa 
utilizando el servicio postal ordinario, correo certificado con 
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acuse de recibo, acuse de envío, mediante la entrega 
personal al infractor o a su representante autorizado o, por 
cualquier método de transmisión electrónica, incluyendo, 
pero sin limitarse, correo electrónico o telecopiadora. 
 
La notificación de multa administrativa contendrá: 
 
1) Una descripción de las circunstancias personales del 
infractor, incluyendo, pero sin limitarse a, nombre de la 
persona, negocio o institución intervenida, su dirección 
postal; 
 
2) La descripción de la actuación u omisión constitutiva de 
la infracción; 
 
3) Todas las disposiciones legales o reglamentarias 
aplicables por las cuales se le imputa la violación; 
 
4) Las circunstancias del empleado o funcionario que emite 
el aviso de infracción: nombre completo en letra de molde, 
la Oficina Regional, Unidad o División desde la cual emite la 
notificación de multa administrativa, su posición y su 
firma; 
 
5) La sanción o multa a la que se expone el infractor; 
 
6) Un apercibimiento de que el infractor puede allanarse a 
la multa e informar su cumplimiento de pago o en la 
alternativa, de su derecho a solicitar vista administrativa y 
el término y el procedimiento para realizar dicha solicitud; 
 
7) Una advertencia al infractor a los efectos de que si no 
contesta o responde al aviso dentro de un término de 
veinte (20) días contados a partir de la notificación, se 
expone a que se emita una Resolución en su contra 
confirmando la multa recomendada, sin más 
oportunidad de citarle ni oírle; 
 
8) Una certificación de envío con fecha y archivo de copia de 
la notificación debidamente cumplimentada por personal 
autorizado” (Énfasis Nuestro). 
 

III. 

Nuestro criterio rector al momento de pasar juicio sobre la 

determinación de la agencia es la razonabilidad de su actuación. 

Otero v. Toyota, supra. El ejercicio de revisión judicial se limita a 

evaluar si el foro recurrido actúo de manera arbitraria, ilegal o 

irrazonable, constituyendo sus acciones un abuso de discreción. 

En fin, estamos limitados a determinar si existe o no evidencia 

sustancial para sostener las conclusiones de hecho de la agencia. 

Torres v. Junta Ingenieros, supra, 707; Reyes Salcedo v. Policía de 

P.R., 143 DPR 85, 93, 95 (1997).  
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En este caso, el Interés Público señaló que DACo erró al 

desestimar la multa del caso RAE-2015-04819-09696, ya que el 

aviso sí cumplió con todas las disposiciones reglamentarias de la 

Regla 8 del Reglamento para la Imposición de Sanciones y Multas. 

No le asiste la razón, veamos. 

Primeramente, dadas las circunstancias es inevitable insistir 

en la irrazonabilidad de la decisión administrativa ya que el DACo 

no cumplió con su Reglamento para la imposición de multas. 

Como expresamos anteriormente, la Regla 4 del Reglamento indica 

que el propósito de las mismas es establecer "parámetros 

uniformes" en la fijación de multas administrativas. 

Además, según la Regla 8 del Reglamento es evidente que los 

inspectores de DACo tenían que cumplir con unos requisitos al 

emitir los avisos de infracción. Un análisis del expediente refleja 

que en este caso no se cumplió con los siguientes requisitos que 

exige la Regla 8, supra, entre otros: 1. la descripción de las 

circunstancias en que se realiza la inspección: fecha y hora en que 

se emitió el aviso y 2. una advertencia a los efectos de que el 

Departamento podrá, dentro del término de veinte (20) días 

contados a partir de ser emitido el aviso de infracción, notificar 

formalmente una multa administrativa y la cantidad máxima de 

dinero que podría imponérsele. 

Cónsono con lo anterior, el Reglamento para la imposición de 

multas, es claro en cuanto a hacer mandatorio el cumplimiento de 

los requisitos  que debe contener el aviso de infracción al inspector 

de DACo emitir el mismo. Conforme a ello, DACo actuó 

correctamente al emitir la Resolución y concluir que la infracción y 

multa impuesta contra la recurrida es nula al no cumplir con las 

disposiciones del Reglamento.  

Así pues, procede confirmar la Resolución emitida por DACo 

ya que fue dicho ente quién realizó las investigaciones pertinentes 
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en este caso, tuvo ante sí toda la prueba y dentro de su 

conocimiento especializado evaluó la misma y llegó a sus propias 

determinaciones.   

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se confirma la Resolución 

emitida por el Departamento de Asuntos del Consumidor.   

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.   

 

                 DIMARIE ALICEA LOZADA  
                                            Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


